Acta Nº. 78-2003


ACTA Nº. 78-2003
Sesión celebrada por el Tribunal Supremo de Elecciones a las ocho horas y treinta minutos del veinticuatro de julio de dos mil tres, con asistencia de los señores Magistrados Fonseca Montoya, quien preside; Fallas Madrigal y Pinto López.
ARTICULO PRIMERO.- Se leyó y aprobó el acta de la sesión inmediata anterior.
ARTICULO SEGUNDO.-  Se conocen los siguientes asuntos:

a)  Se ACUERDA:  Recordar a todas las jefaturas de la institución, la obligación de informar directamente y a la mayor brevedad a este Tribunal, cualquier hecho que afecte la buena marcha de las labores que realizan las unidades administrativas a su cargo.  ACUERDO FIRME.
b)  Del señor Hugo Picado León, se conoce oficio No. A.J. 193-2003, del 23 de julio de este año, mediante el cual informa que, aparte de los funcionarios designados por el Tribunal como conferencistas, panelistas y moderadores existe  disponibilidad de 15 becas totales para nuestra institución, para participar en el Seminario de Derecho Constitucional Electoral que se está organizando en conjunto con el Colegio de Abogados.  Sugiere se asigne a la Oficina de Capacitación el levantamiento de la lista de los quince funcionarios que deseen participar en dicho evento.

Se acuerda:  Proceda la Oficina de Capacitación conforme lo sugiere el señor Picado León, sólo que la lista de interesados debe ser abierta para que sea el Tribunal quien elija a los 15 funcionarios.  ACUERDO FIRME.
c)  Del señor Gilberto Gómez Guillén, Contador del Tribunal, se conoce:

1.  Oficio No. 507-2003, de 22 de julio de este año, en el que textualmente señala lo siguiente:

“En atención a lo dispuesto por el Tribunal en sesión No. 74-2003, oficio 2095 del 10 de julio del año en curso referente a facturas en poder de la Contaduría de diferenciales cambiarios a favor Unisys de Centroamérica S. A. me permito informarle lo siguiente:

Esta Contaduría recibió cinco facturas de diferenciales cambiarios de Unisys de Centroamérica S.A. en el mes de noviembre del 2002.

El 26 de noviembre del 2002 mediante oficio 802-02 de la Contaduría enviamos las facturas con el objeto de que se dictara una resolución administrativa para pagar con cargo la subpartida 814 “Amortización de Cuentas Pendientes de Ejercicios Anteriores”.

El 05 de diciembre del 2002 el Tribunal Supremo de Elecciones dictó las resoluciones administrativas, remitiéndose éstas y las facturas a refrendo la Contraloría General de la República.

La Contraloría las objetó en razón de que no cumplían los requisitos que ellos exigen.  Con base en esta devolución la Contaduría le solicito al ente contralor mediante oficio número 83-2003 de fecha 04 de febrero del 2003, se pronunciara sobre cuales eran los lineamientos oficiales para tramitar diferenciales cambiarios.

La Contraloría nos informó mediante oficio 6209 del 13 de junio de los corrientes los lineamientos a seguir.

En razón de que hay algunas diferencias en el cálculo que hace Unisys, se le están devolviendo sin el respectivo tramite las facturas para su corrección o para que manifiesten lo que consideren pertinente.”.

Se dispone:  Tomar nota. Póngase en conocimiento de la empresa Unisys de Centro América S.A.  Asimismo, en lo sucesivo la Asesoría Jurídica y la Contaduría tomarán en cuenta los lineamientos que sobre el particular ha emitido la Contraloría General de la República y comunicado a este Organismo por oficio 13321 del 23 de octubre de 1997, reiterado por el No. 6209 de 13 de junio de 2003, cuyas copias se les adjunta.  ACUERDO FIRME.
2.  Oficio No. 504-2003, de 21 de julio de este año, en el que literalmente dice:

“La Proveeduría del Tribunal maneja una cuenta corriente con el Banco Nacional denominada “Caja Chica Proveeduría del Tribunal Supremo de Elecciones” N° 0000208883-9.

Los giros contra esta cuenta se hacen en forma mancomunada por el Proveedor o Subproveedor e indistintamente por uno de los dos Asistentes Funcionales designados.

Con motivo del nombramiento de la Licenciada Sonia Rodríguez Rodríguez y el traslado a otro departamento de la señorita Sandra Mora Navarro, se hace necesario actualizar el registro de firmas de esta cuenta como sigue:

GRUPO N° 1

Javier Ignacio Vega Garrido
cédula N°  1-655-832

Mynor Mora Chang                     
cédula N°  1-867-182

GRUPO N° 2

Douglas Sandí Guillén      
Cédula N°  1-715-023

Sonia Rodríguez Rodríguez       
Cédula N°  1-649-165

En esta cuenta firman mancomunadamente un funcionario del grupo uno con un funcionario del grupo 2.

Por ser esta cuenta institucional se hace necesario que el Superior tome el acuerdo correspondiente en ese sentido, y así se haga del conocimiento de la la (sic) plataforma institucional del Banco Nacional.”.
Se acuerda:  Aprobar conforme lo solicita el señor Contador institucional.  Comuníquese al Banco Nacional de Costa Rica.  ACUERDO FIRME.
d)  Del señor Ricardo Carías Mora, Jefe del Departamento de Recursos Humanos, se conoce oficio No. 1310-2003-DRH, del 22 de julio de este año, en el que literalmente dice:

“REFERENCIA:  oficio número 2118 del 11-7-2003 de esa Secretaría.

Para los efectos consiguientes, me permito elevar a consideración del Tribunal Supremo de Elecciones el oficio número 127-CO-RRPP del pasado 16 de julio de 2003 que suscribe la Licda. Ana María Jiménez Rodríguez, Jefa de la Oficina de Comunicación y Relaciones Públicas, mediante el cual solicita dejar sin efecto las vacaciones que disfrutaría del 24 de julio al 21 de agosto entrante, pues indica que la incapacidad que se le ha otorgado al amparo de la Ley número 7756 le imposibilita disfrutarlas en la forma en que las tenía programadas.

Siendo así, deberá entonces dejarse también sin efecto el recargo de funciones que por ese mismo período se había autorizado en el Lic. Javier Matamoros Guevara, Técnico de Relaciones Públicas de esa unidad administrativa.”

Se dispone:  Dejar sin efecto la autorización de las vacaciones y el recargo de funciones correspondiente.  ACUERDO FIRME.
e) Del señor Pablo Barahona Krüger, Letrado de este Tribunal, se conoce nota de 24 de julio de este año, mediante la cual comunica su renuncia a dicho cargo.

Se dispone:  Se acepta la renuncia del señor Barahona Krüger, a partir de esta fecha. ACUERDO FIRME.

f)  Del señor Federico Vargas Ulloa, Presidente de la Comisión Permanente de Asuntos Jurídicos de la Asamblea Legislativa, se conoce fax correspondiente a oficio CJ-32-07-03, de 21 de julio de este año, mediante el cual somete a consulta el proyecto de ley “Reformas al Código Municipal y al Código Electoral para realizar las elecciones nacionales de alcaldes, síndicos y miembros de los concejos de distrito de forma concomitante con las elecciones nacionales”, Expediente No. 15.088.
Se dispone:  Pase a estudio individual de los señores Magistrados.  ACUERDO FIRME.
ARTICULO TERCERO.- De la señora Marisol Castro Dobles, Directora General del Registro Civil, se conoce:

a)  Oficio No 562-03-D.G., de 18 de julio de este año, en el que textualmente dice:

“Visto el oficio  No.1156-2003-DRH de fecha 11 de julio del año en curso, suscrito por el Lic. Ricardo Carías Mora, Jefe de Recursos Humanos, en el que propone nómina de elegibles (3) para ocupar la plaza de -Microfilmador- Técnico de Operación, vacante en la Sección de Archivo del Registro Civil, en virtud de la renuncia del señor Javier Benavides Villalobos por acogerse a la pensión,  someto a consideración del Superior, la terna siguiente:

1.-  Ovares Quesada Paul
2.-  Vargas Brenes Iriam

3.-  Quirós González Vanessa

El servidor Paul Ovares Quesada, quien se ubica en el primer lugar de la terna ha sido recomendado por escrito por la Licda. Katia Zamora Guzmán Jefa de la Sección de Archivo Microfilm  mediante oficio A.M. 122-2003.

La persona que resulte seleccionada, podrá ubicarse a partir del 1 de agosto del presente año, en el puesto de Microfilmador número 45518 de la clase de puesto  Técnico de Operación, con un salario base de ¢163.200.oo por mes y anualidades a razón de ¢3.646.oo cada una, según el índice salarial vigente. ”.

Se acuerda:  Nombrar al señor Paul Ovares Quesada, a partir del 1º de agosto de 2003.

b)  Oficio No. 564-03-D.G., del 18 de este mes, en el que a la letra dice:

“Respetuosamente elevo a conocimiento del Superior, para lo que a bien tenga disponer, el oficio No.1023-2003- DRH de fecha 27 de junio del año en curso, suscrito por el Lic. Ricardo Carías Mora,  Jefe de Recursos Humanos, referido al ascenso en propiedad del servidor Víctor Julio Ulate Alfaro a la plaza de Coordinador de Apoyo que dejó vacante el señor Gerardo Mejía Salazar, quien renunció a dicho cargo para acogerse a su pensión.

El señor Ulate Alfaro ha sido recomendado por escrito por el señor Juan Antonio Chaves Trigueros, Jefe de la Oficina Regional de Alajuela.

Cumpliendo con lo dispuesto en los artículos 34 y 36 del Reglamento a nuestra Ley de Salarios y con lo acordado por el Tribunal Supremo de Elecciones en Sesión No.129-2002, artículo quinto, comunicado mediante Oficio  No.4168-2002 del 26 de setiembre del 2002, la suscrita, avala la recomendación dada por el Jefe de la Oficina Regional y reconoce las cualidades y capacidad de trabajo que distinguen al servidor Víctor Julio Ulate y solicita al Superior la aprobación, si a bien lo tiene, del ascenso que se propone.

De contar con la anuencia del Superior, el servidor Víctor Julio Ulate Alfaro, podría ser ascendido al cargo de Coordinador de Apoyo en la Oficina Regional de Alajuela,  en el puesto número 43140, a partir del próximo 01 de agosto.”.
Se acuerda:  Aprobar el ascenso del señor Víctor Julio Ulate Alfaro, a partir del próximo 01 de agosto.
ARTICULO CUARTO.-  De la Dirección Ejecutiva se conoce:

a)  Oficio No.  1712 – D.E., suscrito por el Director de ese Despacho, señor Fernando Víquez Jiménez, en el que textualmente informa lo siguiente:
“En atención a lo dispuesto por el Tribunal en sesión No. 63-2003, Oficio No. 1737-2003 del 10 de junio del año en curso, me permito informar al Superior que sí se ha estado dando cumplimiento a lo ordenado en la sesión No. 10.850, Oficio 773 del 26 de febrero de 1996.

En efecto, actualmente 24 regionales disponen de sistemas de alarmas instalados y ocho tienen seguridad privada, según se detalla a continuación:

	Oficina Regional
	Alarma
	Seguridad Privada

	AGUIRRE
	SI
	NO

	CAÑAS
	SI
	NO

	CARTAGO
	SI
	SI

	CORREDORES
	SI
	SI

	COTO BRUS
	SI
	NO

	GOLFITO
	SI
	NO

	GUATUSO
	SI
	NO

	LIBERIA
	SI
	NO

	LIMON
	SI
	SI

	LOS CHILES
	SI
	NO

	NICOYA
	SI
	NO

	OROTINA
	SI
	NO

	OSA
	SI
	NO

	PEREZ ZELEDÓN
	SI
	NO

	POCOCI 
	SI
	SI

	PURISCAL
	SI
	NO

	SAN CARLOS
	SI
	SI

	SAN RAMON
	SI
	NO

	SANTA CRUZ
	SI
	NO

	SARAPIQUI
	SI
	NO

	TALAMANCA
	SI
	NO

	TARRAZU
	SI
	NO

	TURRIALBA
	SI
	NO

	UPALA
	SI
	NO

	*ATENAS
	NO
	NO

	*BUENOS AIRES
	NO
	NO

	*GRECIA
	NO
	NO

	*SIQUIRRES
	NO
	NO

	**HEREDIA
	NO
	SI

	**PUNTARENAS
	NO
	SI

	**ALAJUELA
	NO
	SI


* En los casos de las oficinas de Atenas, Buenos Aires, Grecia y Siquirres, se da la particularidad de que algunas tienen muy poco tiempo de estar en su actual inmueble, sea por creación o por traslado de edificio, o bien están en un local bastante seguro. En la actualidad se tramita la compra de tres alarmas más para ir completando todas las sedes, en lo que se ha venido avanzando conforme a las disponibilidades presupuestarias.

** En cuanto a las oficinas de Heredia, Puntarenas y Alajuela, fueron trasladadas a nuevos locales y se contrató seguridad privada. En las dos últimas el horario es de lunes a viernes, de las 7:30 a las 16:30 horas por ser inmuebles alquilados.  En el caso de la Oficina Regional de Heredia, ya que la edificación es propia,  dicho servicio se presta las 24 horas del día durante los 365 días del año, motivo por el cual la alarma que estaba en el anterior local no se ha instalado en el nuevo edificio, pues no se consideró necesario.

Para mayor detalle se adjunta el oficio No. 160-03 del 16 de junio del año en curso, suscrito por el señor Rodolfo Villalobos Orozco, Jefe de la Sección Coordinadora de Oficinas Regionales.”.

Se acuerda:  En virtud de la situación en que se encuentra el contrato del servicio de seguridad de la Oficina Regional de Heredia, el Tribunal considera que se le debe dotar de alarma lo más pronto posible.
b)  Oficio No.  1722 – D.E., del señor José Gilberto Alvarado Villalobos, Subdirector de ese Despacho, mediante el cual informa que se facilitará en calidad de préstamo el Auditorio a la Asociación de Profesionales de la Administración Tributaria Aduanera el 29 de julio, a la Asociación de Profesionales de Tributación y Tribunal Fiscal Administrativo el 1º de agosto y a la Asociación de Profesores de Segunda Enseñanza el 07 de ese mismo mes; y el Salón Multiuso los días 30 y 31 de julio al Patronato Nacional de la Infancia, a las horas que detalla.
Se dispone:  Tomar nota.
c)  Oficio No. 1725 – D.E., suscrito por el Subdirector de ese Despacho, señor José Gilberto Alvarado Villalobos,  en el que literalmente dice:

“El Tribunal Supremo de Elecciones, en Sesión Nº 75-2003 del 15 de julio del año en curso, conoció de la Gaceta Nº 134 del 14 de julio también del presente año, el “Proyecto de Modificación del Reglamento de Gastos de Viaje y de Transporte para Funcionarios Públicos”,  el cual modifica los artículos 18 y 19 del emitido mediante resolución Nº 4-DI-AA-2001 de la Contraloría General de la República y publicado en La Gaceta Nº 97 del 22 de mayo del 2001. Se concede un plazo de ocho días hábiles para atender las observaciones y objeciones que se estimen pertinentes,  plazo que vence el 24 de los corrientes.

Con el propósito de analizar las repercusiones de lo propuesto a modificar, se recabó el criterio de los señores Contralor Electoral y Jefe de la Sección Coordinadora de Oficinas Regionales, quienes presentan observaciones únicamente a la parte que se refiere al hospedaje (artículo 18), tal y como se indica a continuación:

	Provincia/Cantón
	Localidad
	Tarifa del Proyecto
	Tarifa Propuesta

	San José

	Pérez Zeledón
	San Isidro del General
	5.500.oo
	6.500.oo

	Alajuela

	Guatuso
	San Rafael
	3.850.oo
	4.000.oo

	San Carlos
	Ciudad Quesada
	5.500.oo
	6.500.oo

	Heredia

	Sarapiquí
	La Virgen
	3.500.oo
	5.000.oo

	Guanacaste

	Nicoya
	Nicoya
	5.850.oo
	6.500.oo

	Santa Cruz
	Santa Cruz
	5.000.oo
	6.500.oo

	Hojancha
	Hojancha
	2.500.oo
	4.000.oo

	Puntarenas

	Centro
	Jicaral
	3.100.oo
	5.000.oo

	Buenos Aires
	Buenos Aires
	2.500.oo
	3.500.oo

	Centro
	Paquera
	4.000.oo
	6.500.oo

	Parrita
	Parrita
	3.850.oo
	5.300.oo

	Limón

	Pococí
	Guápiles
	5.500.oo
	6.500.oo

	Talamanca
	Bribrí
	3.750.oo
	5.000.oo

	Guácimo
	Guácimo
	3.850.oo
	5.000.oo


Con base en lo expuesto, se recomienda salvo superior criterio, que se remita a la Contraloría General de la República las anteriores observaciones al proyecto de cita.”.

Se dispone:  En virtud de que no se indican las razones por las cuales se formulan las recomendaciones para el incremento de los montos por concepto de hospedaje en varios cantones del país, y venciendo el plazo para presentarlas a la Contraloría General de la República el 24 de julio en curso, archívese el presente asunto.
ARTICULO QUINTO.-  Del señor Hugo Picado León, Asesor Jurídico, se conoce:
a)  Oficio No. A.J. 182-2003, de 22 de julio de este año, en el que textualmente informa lo siguiente:
“El Tribunal en sesión N°.74-2003, del 10 de julio del 2003, en su artículo segundo, dispuso el estudio por parte de esta Asesoría en relación con la solicitud del señor Víctor R. Salas Araya, de Inversiones Calinda S.A., para el reajuste de precio del alquiler del local que ocupa la Oficina Regional de Cartago.

El gestionante en nota de fecha 5 de mayo del 2003, dirigida a la Contaduría Institucional, desarrollo (sic) la fórmula para el cálculo de los incrementos en el alquiler indicando que el monto mensual que debe cancelarse una vez realizado el reajuste para el periodo comprendido entre setiembre del 2002 a agosto del 2003 corresponde a ¢426.062,50 (cuatrocientos veintiséis mil sesenta y dos colones con cincuenta céntimos).

El Tribunal Supremo de Elecciones suscribió el contrato de arrendamiento para la Oficina Regional de Cartago con la firma Inversiones Calinda Sociedad Anónima, el 18 de julio de 1997, el cual fue refrendado el 5 de setiembre de ese mismo año. En la cláusula sexta se estipuló:

“...El precio citado será incrementado hasta un máximo del quince por ciento del monto original cada año, con base en el índice oficial de precios al consumidor publicado por la Dirección General de Estadísticas y Censos”.

El reajuste de precios es una figura que contempla la Ley General de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos N° 7527 del 17 de agosto de 1995 en sus artículos 67 y 69, para lograr el equilibrio económico entre las partes contratantes, ante los inevitables cambios que sufre la economía nacional. El referido artículo 69 establece que, tratándose de arrendamientos para destinos ajenos a vivienda, como el caso que nos ocupa, las partes podrán convenir los períodos, la forma y los montos de los reajustes. El contrato de arrendamiento suscrito por este Tribunal y la representada del gestionante, contiene una cláusula que prevé la posibilidad de reajustar el precio cada año hasta un máximo del quince por ciento del monto original, aplicando, como parámetro objetivo para su determinación, el índice oficial de precios al consumidor, publicado por la Dirección General de Estadística y Censos, como establece el numeral 67 de la ley de cita.

Según el informe del señor Contador, contenido en el oficio N° 472-2003 de fecha 7 de julio del año en curso, el reajuste solicitado es procedente, pues con fundamento  en los cálculos realizados se tiene que la variación existente entre el mes de agosto del 2001 y el mes de setiembre de 2002, asciende a un 9.83% por tanto el precio del alquiler debió pasar de ¢400.401.00 a ¢428.412.10, con un rige a partir del 16 de setiembre de 2002 hasta agosto de 2003.  

En virtud de la procedencia jurídica y contable de la solicitud que nos ocupa, es pertinente autorizar el reajuste de precios conforme al cálculo elaborado por la Contaduría Institucional.  

Valga acotar que en razón de que este reajuste tiene amparo contractual y se refiere a ejercicios económicos del año anterior como del año en curso, para hacer efectiva la diferencia de setiembre a diciembre del año 2002, es necesario, dictar la resolución administrativa reconociendo el gasto con cargo a la subpartida  814 “Amortización de Cuentas Pendientes de Ejercicios Anteriores”, razón por la cual se acompaña al presente oficio el proyecto respectivo para consideración de los señores Magistrados. En relación con  la diferencia correspondiente al presente año la Contaduría procederá a cancelar por medio de planilla las sumas adeudadas según se indica en el oficio del señor Contador.

Rendimos de esta forma el informe solicitado y con todo respeto le rogamos hacerlo del conocimiento del Superior para lo que corresponda.”.

Se acuerda:  Tener por rendido el informe que se somete a conocimiento de este Tribunal, con base en el cual se aprueba el incremento en el reajuste del precio del alquiler del local que ocupa la Oficina Regional de Cartago.  Díctese la resolución correspondiente.
b)  Oficio No. A.J. 187-2003, del 22 de este mes, mediante  el cual informa que se ha dado cumplimiento por parte del servidor Adrián Miranda Miranda, de lo resuelto por el Tribunal mediante resolución No. 053-P-2003, dictada en el procedimiento administrativo realizado en virtud de la sustracción de un teléfono celular y un radiolocalizador que le fueron facilitados por la Institución.
Se dispone:  Tomar nota.  Adjúntese copia del presente informe al expediente respectivo.
ARTICULO SEXTO.-  Del señor Jaime Madriz Muñoz, Contralor Electoral, se conoce oficio No. 77-02-C.E., de 22 de julio de este año, mediante el cual informa sobre las medidas de seguridad con que se dispone para la custodia de los documentos que presentaron los partidos políticos para justificar la contribución estatal del período 1998-2002.
Se dispone:  Tomar nota.
ARTICULO SETIMO.-  De la señora Ana María Jiménez Rodríguez, Jefa de la Oficina de Comunicación y Relaciones Públicas, se conoce oficio No. 130-2003 CO-RRPP, de 22 de julio de este año, al que adjunta copia del proceso de querella por delito de acción privada contra el señor Roney Clarke Martínez, periodista de Noticias REPRETEL, así como copia de la Acción Civil resarcitoria contra Representaciones Televisivas REPRETEL, interpuestas ante el Tribunal Penal del 1er. Circuito Judicial. 
Se acuerda:  Tomar nota.
ARTICULO OCTAVO.-  Del señor Gilberto Gómez Guillén, Contador del Tribunal, se conoce:

a) Oficio No. 505-2003, del 22 de este mes, en el que a textualmente señala lo siguiente:

“En atención a su oficio No.2155-2003 del 15 de julio  de este año, en que se le solicita a esta Contaduría que informe sobre:

· La solicitud de pago retroactivo por reajuste de precios del contrato con el Ing. Rodolfo Monge Monge, me permito informar que mediante oficio  No.436-2003 del 24 de junio del 2003, se trasladó el estudio correspondiente a la Asesoría Jurídica para la confección del informe conjunto.

· De igual forma, se procedió en los casos de las solicitudes de ajuste de precio en los productos alimenticios de la empresa Falkowski y Eduarte y el pago retroactivo por reajuste de precios del contrato del Ing. Félix Hernández, las que fueron remitidas a la Asesoría Jurídica mediante oficios No. 469-2003 del 2 de julio del 2003 y No. 468-2003 de esa misma fecha, respectivamente.

Adjunto encontrará copia de los oficios de cita.”.

Se acuerda: Tomar nota.
b) Oficio No. 509-2003, del 22 de este mes, en el que literalmente informa lo siguiente:

“Para que por su digno medio se haga del conocimiento del Superior me permito informar lo siguiente:

Esta Contaduría recibió el día de hoy (sic) la factura comercial  número 5102 a favor de Tectrónic de Costa Rica S. A, con su respetiva  factura de gobierno, por concepto de diferencial cambiario por un monto de ¢461.867.88.

En razón a que esta factura corresponde a un compromiso del año 2002, le solicito al Tribunal muy respetuosamente comisionar a la Asesoría Jurídica para que redacte una resolución administrativa con el propósito de hacer este pago por medio de la subpartida 814 “Amortización de cuentas pendientes de Ejercicios Anteriores”.

No omito informarle que esta factura cumple con los requisitos que establece el oficio Nº 6209 del 13 de junio del 2003 de la Contraloría General de la República en cuanto a diferenciales cambiarios, el cual se adjunta.”.

Se dispone:  Proceda la Asesoría Jurídica conforme lo sugiere el señor Contador.
ARTICULO NOVENO.-  Del Dr. Francisco Cubillo Martínez, Director Médico del Hospital Dr. Max Peralta, se conoce oficio CGI-HMP-61-2003, de 17 de julio de este año, mediante el cual solicita copia del Padrón Electoral con la información que detalla y sus actualizaciones mensuales.
Se acuerda:  Se le informa al interesado que en nuestro sitio web (www.tse.go.cr),  se encuentra el Padrón Nacional Electoral, para que el mismo pueda ser fácilmente transferido por cualquier interesado que lo desee.  Además, las bases de datos del Padrón Nacional Electoral, nacimientos, defunciones y matrimonios, ha sido suministrada a la Dirección del Sistema Centralizado de Recaudación de la Caja Costarricense de Seguro Social, las cuales pueden ser facilitadas por dicho despacho a las demás dependencias de esa Institución.
A las dieciséis horas y treinta minutos terminó la sesión.
	Oscar Fonseca Montoya

	Olga Nidia Fallas Madrigal
	Alvaro Pinto López
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